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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de junio del año 2013 dos mil trece. . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 268/2013-JN, promovido por el ciudadano Alfonso Reyes Rocío; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor se ostenta sabedor de la emisión de los actos impugnados, lo que refiere fue el día 16 dieciséis de abril del presente año 2013 dos mil trece, sin que de las constancias del presente expediente se desprenda lo contrario. . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados en la presente causa administrativa, consistentes en el avalúo del 6 seis de junio de 2011 dos mil once; la falta de la debida notificación del avalúo; el estado de cuenta con saldo vigente al 30 treinta de abril del 2013 dos mil trece, relativo a la cuenta predial número 03 L 000299 001 (Cero-tres L cero-cero-cero-dos-nueve-nueve cero-
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cero-uno), y el oficio número TML/DGI/607/2013 de fecha 11 once de febrero del 2013 dos mil trece, emitido dentro del procedimiento administrativo de ejecución del crédito fiscal número PR-2011-00200639; se encuentra documentada en autos, con el estado de cuenta predial de la cuenta número 03-L-000299-001, relativo al bien inmueble ubicado en San Nicolás de los González de este municipio; obtenido el 16 dieciséis de abril de este mismo año, en el que aparece como valor fiscal del inmueble la cantidad de $19’222,157.88 (Diecinueve millones doscientos veintidós mil ciento cincuenta y siete pesos 88/100 Moneda Nacional); y con el propio oficio número TML/DGI/607/2013 de fecha 11 once de febrero del 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Documentos visibles a fojas 23 veintitrés y 24 veinticuatro del presente expediente; aportados por la parte actora juntamente con su escrito de demanda; y que merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78, 81, 117, 121 y 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que el oficio TML/DGI/607/2013 es un documento público emitido por un servidor público en el ejercicio de sus atribuciones; en tanto que el estado de cuenta aportado por la parte actora; no obstante que se trata de un documento privado, su contenido se encuentra adminiculado con el anterior documento, y coincide con el mismo tanto en los datos generales de la cuenta, del nombre del propietario y del inmueble, a más de que fue obtenido de la página de internet del gobierno de este Municipio de León, Guanajuato, por lo que no puede restársele valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Ahora bien, en cuanto al acto que el actor denominó: “la falta de la debida notificación del avalúo de fecha 13 trece de diciembre de 2010 dos mil diez” así como el propio avalúo, no se acredita su existencia de manera alguna, toda vez que no se advierte del estado de cuenta en comento, que en el mismo se haga referencia a dicho avalúo; sino solamente al del mes de junio del año 2011 dos mil once; de ahí que no existan tales actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada no planteó ninguna causal de improcedencia o de sobreseimiento;  en tanto que de oficio, este Juzgador advierte que respecto de los actos impugnados consistentes en el avalúo de fecha 13 trece de diciembre de 2010 dos mil diez y la falta de su debida notificación; se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que tales actos son inexistentes, derivando claramente esa circunstancia de las constancias que integran el presente asunto, al no haberse exhibido por las partes, documental alguna por la que se pruebe su existencia, por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 262, fracción II, del citado Código, procede el sobreseimiento en relación a esos actos controvertidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Del mismo modo, quien resuelve justiprecia que respecto del estado de cuenta con saldo al 30 treinta de abril del año en curso, se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes enunciado, toda vez que el acto impugnado no afecta los intereses jurídicos del actor, en base a lo siguiente: . . . .
En la presente causa administrativa uno de los actos impugnados lo es el contenido del estado de cuenta del Impuesto Predial con saldo vigente hasta el 30 treinta de abril del año en curso; tal y como lo precisa el actor en el punto 3 del capítulo de actos impugnados del escrito de demanda (visible a foja 1 uno);  del que si bien es cierto se encuentra acreditada su existencia, como quedó precisado en el considerando Tercero; cierto es también que dicho acto no constituye un acto administrativo que cause en sí mismo, una afectación al interés jurídico del impetrante del proceso, ya que por su propia naturaleza, se trata de un acto de carácter meramente informativo que no trae aparejada ejecución material y por ende, no vulnera derecho subjetivo alguno del ciudadano Alfonso Reyes Rocío; ya que sólo tiene como propósito facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo del contribuyente, como lo es el pago del impuesto predial, sin que pueda considerarse, para efectos del proceso administrativo, como un acto de aplicación de las normas que regulan y rigen dicho gravamen, por no encuadrar dentro de la definición que de acto administrativo se contiene en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado; ya que no tiene por objeto crear, declarar, reconocer, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica individual y concreta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Aunado al hecho de que en dicho estado de cuenta no constan elementos como sello de la dependencia, ni el nombre y cargo del servidor público que lo expidió. Luego entonces, ese acto impugnado en la presente causa administrativa no puede considerarse de forma alguna como un acto administrativo susceptible de ser combatido, pues no produce efecto jurídico alguno al particular, de ahí que se considere que no se afectan sus intereses jurídicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Sustenta el razonamiento anterior, por analogía, el criterio que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . 

"PREDIAL. LAS PROPUESTAS DE DECLARACIÓN PARA EL PAGO DEL IMPUESTO RELATIVO EMITIDAS POR LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, NO CONSTITUYEN RESOLUCIONES DEFINITIVAS DE CARÁCTER FISCAL IMPUGNABLES ANTE EL TRIBUNAL DE LO 
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CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. Conforme al artículo 23, fracción III, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, las Salas del citado Tribunal son competentes para conocer de los juicios contra resoluciones definitivas, siempre y cuando se actualice alguno de los supuestos contenidos en el referido numeral para la procedencia de aquellos. Por otra parte, de los artículos 30, 149, 152 y 153 del Código Financiero del Distrito Federal vigente en 1996, así como de los numerales 37, 149, 152 y 153 del mismo ordenamiento vigente en 2004, se advierte que las propuestas de declaración para el pago del impuesto predial no representan el producto final de la manifestación de voluntad de la autoridad administrativa, pues sólo tienen como propósito facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de los contribuyentes, ya que existe la posibilidad de que paguen una cantidad mayor o, incluso, menor al monto propuesto en dicha declaración. En atención a lo expuesto, se concluye que las propuestas, por sí mismas, no constituyen una resolución definitiva que exprese la última voluntad de la autoridad y, por ende, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo que se promueva en su contra ante el Tribunal de referencia, de conformidad con los artículos 23, fracción III, en relación con el 72, fracción XII, de la propia Ley, por lo que con apoyo en el artículo 73, fracción II, del citado ordenamiento, debe sobreseerse en el juicio administrativo.". Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXIII, Febrero de 2006. Tesis: 2a./J. 9/2006. visible a página: 709. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Conforme a lo anteriormente señalado, al no afectar el estado de cuenta  impugnado, el interés jurídico del actor, mismo que constituye un requisito “sine qua non” para la procedencia del proceso administrativo -conforme a una correcta interpretación del primer párrafo del artículo 251  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato-, se actualiza la causal de improcedencia referida en supralíneas, por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 262 fracción II, de dicho Código, procede sobreseer el presente proceso, en cuanto al contenido del estado de cuenta controvertido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para finalizar, no se advierte la actualización de alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa en relación a los actos administrativos que subsisten (el avalúo de fecha 6 seis de junio de 2011 dos mil once; la falta de su debida notificación; y, el oficio TML/DGI/607/2013 de fecha 11 once de febrero de 2013 dos mil trece); por lo que en corolario, es procedente el presente proceso, promovido  en contra de tales actos. . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto en el escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . .
a).- Que el ciudadano Alfonso Reyes Rocío, es propietario de una fracción del predio rústico San Nicolás de los González de este municipio. Inmueble al cual, según el estado de cuenta admitido como prueba al actor, con fecha 6 seis de junio del año 2011 dos mil once, se le practicó un avalúo asignándole como valor la cantidad de $19’222,157.88 (Diecinueve millones doscientos veintidós mil ciento cincuenta y siete tres pesos 88/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . .
b).- Que con fecha 11 once de febrero del año en curso, mediante oficio número TML/DGI/607/2013, el Tesorero Municipal designó, dentro del procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivo el pago del crédito fiscal PR-2011-00200639, como Perito Valuador del inmueble propiedad del impetrante, al Ingeniero Francisco Octavio Rodríguez Valdivia. . . . . . . . . . . . . .  
Actos que el justiciable considera afectan sus derechos en virtud de que el procedimiento de avalúo practicado el 6 seis de junio del 2011 dos mil once, no se realizó conforme lo señalado en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; al no haberle notificado la orden de valuación, ni el propio avalúo; y, que al designar al perito valuador, no se respetó el principio de audiencia previa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A lo expresado por el justiciable, las autoridades demandadas argumentaron en lo general que a diferencia de lo expresado, sí se llevó a cabo el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda aplicable; y que sí existe orden de avalúo, y que los resultados del mismo, también fueron notificados al actor, por lo que no se le causa agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del procedimiento del avalúo practicado el 6 seis de junio de 2011 dos mil once al inmueble propiedad del actor, así como del oficio TML/DGI/607/2013 por el cual se designa a perito valuador. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por el actor en su escrito de demanda, en relación a los actos administrativos que persisten -el avalúo de fecha 6 seis de junio de 2011 dos mil once; su falta de notificación; y, el oficio TML/DGI/607/2013 de fecha 11 once de febrero de 2013 dos mil trece-. . . . . . . . 
Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación, aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de la resolución impugnada y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia, avocándose, en primer término, al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, en relación al avalúo practicado el 6 seis de junio de 2011 dos mil once y su falta de notificación, como lo es el 
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señalado como primero; sin necesidad de transcribirlo en su totalidad; sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . 

Así las cosas, en el señalado concepto, (palpable a fojas 2 dos en su último párrafo y 3 tres del escrito de demanda), el actor argumentó que no se notificó el avalúo por lo que dijo desconocer su contenido, profiriendo: “El acto que se impugna, violenta en mi perjuicio las formalidades del procedimiento administrativo”; agregando líneas adelante: “De la simple lectura……..se advierte la obligación de la autoridad fiscal…. consistente en notificar al contribuyente los resultados del avalúo que se realice para determinar el impuesto predial..…”; para concluir diciendo:  “Ahora bien, en la especie… nos encontramos con que el avalúo … no me ha sido debidamente notificado personalmente…”. . . . . . . . . . . . .
Por su parte, las autoridades demandadas, en sus escritos de contestación, en relación a lo expresado por el actor, insistieron en que sí se cumplió con las formalidades  legales de dictar la orden por escrito y que sí le fueron notificados al contribuyente los resultados del avalúo . . . . . . . . . . . . . . . .
Analizado lo expresado por las partes, así como las constancias que obran en este sumario, este Juzgador considera que es fundado el concepto de impugnación que se examina; pues como bien lo señaló el actor, el avalúo impugnado en el presente asunto es ilegal, al no haberse seguido el procedimiento de valuación previsto en el artículo 176, con  relación al segundo párrafo del 168, ambos preceptos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, preceptos que a la letra señalan: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 168.- El valor fiscal de los inmuebles, sólo…” . . . . . . . . . . . . . . .

“No habiendo alguna de las causas anteriores, el valor fiscal únicamente podrá  ser modificado por avalúo, que tendrá vigencia por dos años, el cual se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifique. En este caso no podrá exigirse al contribuyente que cubra las diferencias que se deriven del nuevo valor fiscal y el anterior. Los bimestres posteriores a la notificación, deberán cubrirse conforme al nuevo valor fiscal.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Al término…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ARTÍCULO 176. La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De la interpretación gramatical, sistemática y funcional de los anteriores dispositivos legales, se concluye que la autoridad (Tesorería Municipal) sí puede modificar el valor fiscal de los inmuebles, mediante un avalúo, pero tomando en cuenta lo ya transcrito del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; en el que se precisa que el valor fiscal de un inmueble, sólo puede ser modificado por la manifestación de los contribuyentes sobre el valor; cuando se produzca un cambio al nombre del contribuyente o a las características del inmueble; o, por cualquier otra circunstancia que origine una alteración de su valor (ejecución de obras públicas o reconstrucción o rehabilitación de las mismas); así como que de no presentarse alguna de las causas antes citadas, dicho artículo en su párrafo segundo consigna que el valor fiscal únicamente podrá ser modificado por avalúo, mismo que debe notificarse al propietario para que tenga exigibilidad; avalúo cuya práctica, de acuerdo al contenido del primer y segundo párrafos del artículo 176 del ordenamiento legal antes citado, debe ser ordenada por escrito, por la Tesorería Municipal, y ser notificado su resultado al contribuyente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, en la visita que el perito debe realizar para la práctica del avalúo, debe mostrarse a los ocupantes la orden respectiva, según lo dispone el primer párrafo del artículo 177 de la ley de Hacienda en comento. . . . . . . . . . . . .

Así pues, en el caso concreto se encuentra debidamente probado que el inmueble propiedad del actor fue objeto de una valuación y por ende tuvo una modificación en su valor fiscal con motivo de la realización de un nuevo avalúo, lo que fue reconocido por las demandadas; actos que se realizaron sin que se hayan practicado las notificaciones que de manera personal debía hacer la autoridad ejecutora correspondiente; pues en efecto, si bien es cierto que las autoridades demandadas, al contestar, sostuvieron que sí se emitió orden de valuación y que se notificaron los resultados del avalúo al actor; cierto también resulta el hecho de que no aportaron documentos, notificaciones o algún otro medio de convicción que así lo acreditara, a más de que tampoco demostraron el que se haya realizado la visita para la práctica del avalúo, en la que se hubiere mostrado la orden respectiva al ocupante del inmueble, como se establece en el ya señalado artículo 177; lo que conlleva a la certeza de que las demandadas no siguieron el procedimiento de valuación para modificar el valor fiscal del 
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inmueble propiedad del actor, para efectos de determinar el impuesto predial a pagar; vulnerándose con ello, en perjuicio del justiciable, el contenido de los artículos 162, fracción II, 168, segundo párrafo, 176, primer y segundo párrafos y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato en relación con el elemento de validez del acto administrativo, contenido en la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .
Es por todo lo antes razonado y sustentado, el que se considera fundado el concepto de impugnación en examen; pues está demostrado que existen vicios en el procedimiento de valuación al inmueble propiedad del actor, que trascienden al resultado del avalúo practicado el 6 seis de junio de 2011 dos mil once y de sus consecuencias, como lo es el establecer el valor fiscal del predio y la determinación del impuesto predial a pagar, por lo que con fundamento en las fracciones II y III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, y fracción II del artículo 300 del mismo ordenamiento; se decreta la nulidad total del avalúo practicado, el 6 seis de junio del 2011 dos mil once, al inmueble con cuenta predial número 03 L 000299 001 (cero-tres L cero-cero-cero-dos-nueve-nueve cero-cero-uno), con la consecuencia de que las autoridades deberán tener como valor fiscal del inmueble, para efectos del impuesto predial, el valor anterior al consignado en el avalúo decretado nulo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEPTIMO.- Continuando con el examen de los conceptos de impugnación, ahora se procede al análisis del tercero, expresado en cuanto al acto impugnado consistente en el oficio número  TML/DGI/607/2013 de fecha 11 once de febrero de 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el tercer concepto de impugnación, el actor, a grosso modo, hace valer que se viola el principio de audiencia previa y las formalidades del procedimiento administrativo, exponiendo: “El principio… Así,… todo procedimiento o juicio ha de estar supeditado a que en su desarrollo se observen…… distintas etapas…… a saber, que el afectado tenga conocimiento de la iniciación del procedimiento… se le otorgue la posibilidad de presentar sus defensas…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación al que, las enjuiciadas no hacen referencia concreta, se considera fundado; pues de la lectura del oficio impugnado, se aprecia que el mismo fue emitido como consecuencia del procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivo el pago del crédito fiscal número PR-2011-00200639, sin embargo en ningún momento las autoridades demandadas exhibieron la documentación correspondiente mediante la cual se corroborara la existencia de dicho procedimiento y, menos aún, que ese procedimiento sea del conocimiento del demandante, para así poder considerar que el oficio en cita, es legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, en ningún momento procesal, las demandadas acreditan, de modo fehaciente, el que se haya instaurado al actor un procedimiento administrativo de ejecución, en los términos previstos del Título Tercero de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; es decir no está demostrado el que se le haya requerido el pago del crédito fiscal que se menciona en el oficio impugnado y mucho menos, el que se haya practicado embargo y que el mismo hubiese recaído en el inmueble propiedad del actor, para que así la Tesorería Municipal procediera a valuarlo para efecto de establecer la base para su remate; traduciéndose todo lo anterior en que la designación de perito valuador, contenida en el oficio impugnado, sea ilegal al violarse en perjuicio del ciudadano Alfonso Reyes Rocío, el contenido de los artículos 89, 93, 94 y 96 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al no constar que el ciudadano Alfonso Reyes Rocío haya sido requerido del pago del crédito fiscal número PR-2011-00200639 y que se tuviese embargado el inmueble de su propiedad, identificado con la cuenta predial 03 L 000299 001 (cero-tres L cero-cero-cero-dos-nueve-nueve cero-cero-uno), con sustento en lo establecido en la fracciones II y III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara nulo el oficio número TML/DGI/607/2013 de fecha 11 once de febrero del 2013 dos mil trece, emitido por el Tesorero Municipal, por el cual se designa perito valuador del inmueble antes citado, procediendo entonces a decretar su nulidad total. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones  II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal es competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.-Se sobresee el presente proceso, en cuanto a los actos impugnados consistentes en el avalúo de fecha 13 trece de diciembre de 2010 dos mil diez, y la falta de su debida notificación; así como del estado de cuenta del Impuesto Predial con saldo vigente hasta el 30 treinta de abril del año en curso; ello en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Cuarto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto por el ciudadano Alfonso Reyes Rocío, en contra de los restantes actos impugnados. 
CUARTO.- Se decreta la nulidad total del avalúo practicado, el 6 seis de junio del 2011 dos mil once, al inmueble con cuenta predial número 03 L 000299 001 (cero-tres L cero-cero-cero-dos-nueve-nueve cero-cero-uno); ello en base a 
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las consideraciones lógicas y jurídicas y en los términos expuestos en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

QUINTO.- Se decreta la nulidad total del oficio número TML/DGI/607/2013 de fecha 11 once de febrero del 2013 dos mil trece, de acuerdo a lo razonado en el considerando Séptimo de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DICTADA EL DÍA 28 VEINTIOCHO DE JUNIO DEL AÑO 2013 DOS MIL TRECE, EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO CON NÚMERO DE EXPEDIENTE 268/2013-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
